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FORMULO DENUNCIA PENAL

ME CONSTITUYO EN PARTE QUERELLANTE

Señor Fiscal General:

CARLOS ENRIQUE QUINTRIQUEO, DNI 21.749.860, en mi carácter de Secretario General de la ATE NEUQUÉN, con domicilio constituido en Yrigoyen 554 de la ciudad de Neuquén, y con el patrocinio letrado de Juan Kairuz, abogado de la matricula del CAPP n° 1195, ante el Sr. Agente fiscal nos presentamos respetuosamente y decimos:


I. OBJETO

Que en la calidad invocada es que venimos a REALIZAR UNA DENUNCIA PENAL (en los términos del art. 126 del CPP) por los hechos que a continuación se detallan y que “prima facie” son constitutivos de un delito penal cuya responsabilidad penal recaería en los diputados que el día Miércoles 14 de junio de este año votaron “en general” una Ley que aprueba el texto del Convenio Colectivo de Trabajo del personal de Desarrollo Social de la Provincia, violando y transgrediendo una MEDIDA JUDICIAL que ORDENABA NO DAR TRATAMIENTO a ese texto hasta que existiera sentencia firme en el expediente donde se dictó, pese a estar debidamente notificados de esa orden judicial y sabiendo de su vigencia y legalidad, por la posible comisión del delito de incumplimiento de una orden judicial, en base a los siguientes antecedentes y fundamentos.
Asimismo, y dado nuestra calidad de principal víctima y afectado por el delito denunciado, solicitamos ser tenidos como QUERELLANTES en este proceso.
II. FACULTAD/OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR

Que ejercemos nuestra facultad/deber de denunciar en función de las previsiones de los arts. 126 y 127 “Toda persona que tenga conocimiento de un delito de acción pública podrá denunciarlo ante el fiscal o la policía”, asimismo “Deben denunciar el conocimiento que tienen sobre un hecho punible de acción pública, salvo los que requieren una instancia para su persecución, los funcionarios y empleados públicos que conozcan el hecho en ejercicio de sus funciones o con ocasión de ese ejercicio”.

Efectuamos esta denuncia, en nuestro carácter de actores en la causa donde se dictó la medida cautelar violada, y en carácter de principales afectados por esta violación delictual.  

III. DENUNCIA
Desde hace 6 años se viene llevando adelante la discusión paritaria del Convenio Colectivo de Trabajo para el personal del Ministerio de Desarrollo Social.

Esa discusión se inicio en el ámbito de la Secretaria de Trabajo, bajo el expediente “S/ convocatoria a paritaria sectorial del personal del Ministerio de Desarrollo Social”, Expte. 4070-002707/10.
En el año 2010 se asignaron los paritarios, correspondiéndole 5 al Poder Ejecutivo, 3 a UPCN y 2 a la ATE.

La negociación colectiva sufrió muchas suspensiones, siempre por decisiones unilaterales del poder Ejecutivo, lo cual extendió mas allá de todo plazo razonable esta discusión.
El año pasado, la A.T.E., en base a antecedentes jurisprudenciales de esta provincia, solicito a la Secretaria de Trabajo la “reapertura de padrones” para que en base a la cantidad de afiliado de cada sindicato, se asignaran nuevamente los paritarios obreros, ya que el mandato de los designados en el año 2.010 (6 años antes) se debe considerar caducó, conforme esa jurisprudencia.

La autoridad laboral rechazo ese planteo mediante la Resolución 003/17, resolución que fue recurrida por la A.T.E. mediante el “recurso de apelación” establecido en la ley 1.625, apelación que se presenta ante la misma autoridad administrativa para que esta la eleve a los juzgados laborales.
Antes de cumplir con esa obligación procedimental, y solo 3 días de pues de dictar esa Resolución 003/17 la misma autoridad dicto la Resolución 004/17 mediante la cual “homologa” el texto del C.C.T. discutido por los paritarios de U.P.C.N. son mandato vigente y a escondidas de los de la A.T.E..

Inmediatamente A.T.E. impugnó también esa resolución mediante el correspondiente “recurso de apelación” de la ley 1625, pero pese a ello, la Secretaria de Trabajo remitió el texto del CCT a la Legislatura Provincial para su aprobación por ley, conforme lo requiere la ley 1.974.

Inmediatamente, la A.T.E. interpuso ante los tribunales laborales un pedido de Medida Cautelar, solicitando se dictará una orden de no innovar y se ordenara a la Legislatura Provincial no dar tratamiento a ese texto de C.C.T. hasta tanto se resolviera las impugnaciones previamente planteadas por este sindicato.

Este planteo recayó ante el Juzgado Laboral n° 5 de nuestra ciudad y fue caratulado “ASOCIACIÓN TRABAJADORES DEL ESTADO (A.T.E.) c/ SUBSECRETARIA DE TRABAJO DE LA PROVINCIA DEL NEUQUÉN s/ Medidas Cautelares” (Expte 509.711/17).

En este expediente, la Dra. Dalma Rosa Tejada, juez, dicto la siguiente Resolución Interlocutoria, que se adjunta en copia y que puede obtenerse del sistema Dextra, que en su parte resolutiva dice:

“Neuquén, 3 de Marzo del año 2017.-… RESUELVO: I.- Rechazar la medida cautelar solicitada respecto de la Subsecretaría de Trabajo en virtud de los fundamentos antes vertidos y certificación de fs. 42 sobre la radicación del expediente: "ASOCIACIÓN SINDICAL A.T.E. S/RECURSO APELACIÓN LEY 1625" Expte. N° 509733/2017 . II.- Hacer lugar a la medida cautelar respecto de la Honorable Legislatura Provincial, disponiendo poner en su conocimiento la existencia de los autos: "ASOCIACIÓN SINDICAL A.T.E. S/RECURSO APELACIÓN LEY 1625" Expte. N° 509733/2017, a fin de resolver los recursos interpuestos por la actora contra las Resoluciones 003 y 004/17, dictadas por la Subsecretaría de Trabajo y, consecuentemente requerirle provisionalmente suspendan el tratamiento del Expte. 17/17, remitido por la Subsecretaría de Trabajo hasta tanto exista pronunciamiento judicial definitivo en las actuaciones principales antes referenciadas. III. A dichos fines líbrese oficio con habilitación de día y hora al Sr. Presidente de la Honorable Legislatura de la Provincia de Neuquén. Queda a cargo de la parte su confección y diligenciamiento . IV.- Regístrese (I) y notifíquese electrónicamente.” Fdo. Dra. Dalma Rosa Tejada, JUEZ.
Inmediatamente se libró oficio a la Legislatura Provincial que fue diligenciado el día 15/3/17.
La Provincia del Neuquén apelo esa medida cautelar, pero esa apelación aun no fue resuelta, pues la Cámara de Apelaciones se considero incompetente y remitió as actuaciones al Tribunal Superior, donde el día 14 de junio el Fiscal del cuerpo dictamino la competencia laboral, recomendando al T.S.J. que devuelva las actuaciones a la Cámara de Apelaciones.

El Tribunal Superior aun no resolvió la cuestión.

Pero, la medida cautelar dictada por el Juzgado Laboral n° 5 está vigente.

Hasta el mes de junio de esta año, los Sres. Diputados acataron y cumplieron la medida cautelar notificada, tratando la cuestión en el seno de la Comisión I (Legislación del Trabajo y Asuntos Laborales), donde el expediente remitido por la Secretaria de Trabajo fue incorporado al orden del día y se resolvió no tratarlo en varias reuniones.

Pero, el día 6 de junio el expediente fue nuevamente incluido en el orden del día y, pese a la oposición de varios diputados por la orden judicial vigente, la mayoría de la comisión emitió dictamen favorable para que el expediente se tratara en Sesión Legislativa y se aprobara por ley (se adjunta copia del despacho).
El expediente debía ser tratado luego por las Comisiones A y B de la legislatura, antes de pasar a sesión.

En la Comisión A no se consiguió despacho, pues al menos la mitad de los miembros se opusieron a firmar ese despacho. Por ello el expediente quedo en esa comisión y no paso a la B.

Sin embargo, el día 14 de junio, los diputados denunciados solicitaron tratar el expediente “sobre tablas” y pese a la oposición de 14 diputados, que incluso se retiraron del recinto para no violar la medida cautelar dictada por el juzgado Laboral, los 21 diputados denunciados aprobaron en general el despacho de la Comisión I, aprobando el texto del CCT de Desarrollo Social.

De esta forma, esta conducta seria típica del delito de Desobediencia a una orden judicial, previsto en el art. 239 de nuestro Código Penal.
ARTICULO 239. - Será reprimido con prisión de quince días a un año, el que resistiere o desobedeciere a un funcionario público en el ejercicio legítimo de sus funciones o a la persona que le prestare asistencia a requerimiento de aquél o en virtud de una obligación legal.
La jurisprudencia ha dicho respecto de este delito:

DERECHO PENAL DESOBEDIENCIA A LA AUTORIDAD (ART. 239 C.P.).ELEMENTOS DEL TIPO. “con relación al delito de desobediencia, puede citarse a Creus, quien sostiene que “...la orden es el mandamiento, escrito o verbal, dado directamente -aunque no sea en presencia- por un funcionario público a una o varias personas determinadas para que hagan o no hagan algo...”. Y luego, al referirse a la legitimidad de la misma, agrega que “...la orden es propia de las funciones en cuanto pertenezca a la competencia del funcionario que la formula y esté configurada como orden, o sea, en cuanto cubra los recaudos formales exigidos por las leyes y reglamentos...”. Consecuencia de ello resulta que no serán órdenes con el alcance delimitado por la norma penal, las resoluciones judiciales -ya sea autos, decretos o sentencias-, pero sí lo serán los mandamientos que tengan por objeto su ejecución. Aunado a ello, debe tenerse en cuenta otro elemento que contiene la norma, cual es el de la calidad de los sujetos que caen dentro de la figura. En este sentido, sujeto pasivo será el funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, o quien le prestare asistencia a requerimiento de aquél, impartiese una orden. Cabe destacar que el precepto claramente exige que este funcionario público sea competente para ello. Por su parte, adquiere la calidad de sujeto activo, el destinatario de dicho mandato -orden que cumple en forma acabada con los requisitos formales que lo completan- quien, estando obligado legalmente a cumplirlo, lo desobedeciere. Resta mencionar que el ordenamiento impone un límite a su aplicación. En este sentido, la orden debe ser clara y estar concretamente dirigida a persona o personas determinadas. A su vez, sólo delinque quien no cumple con la orden pudiéndola cumplir. En esa inteligencia, Creus enseña que “...La orden, pues, debe estar concretada tanto desde el punto de vista del funcionario que la expide cuanto del sujeto que debe obedecerla. Por tanto, para que sea posible el delito, tiene que existir una “relación inmediata”... entre un funcionario, una orden y un destinatario...”. Por otra parte, el Dr. Schiffrin, citando a Sebastián Soler, en su voto in re “Esilda Rosario de León s/presunta infracción art. 239 del C.P.”, fallado el 8.08.00, sostuvo que “...para no acordar extensión desmedida a la figura de la desobediencia, es preciso ser muy exigentes acerca de la concretación de la orden con respecto a cada destinatario, la clara conminación de ella y la existencia de un deber positivo de acatamiento” Asimismo, cabe señalar la opinión de Terán Lomas, para quien la orden, mandato de la autoridad debe ser: “a) concreta; b) que contenga una conminación directa y clara; c) dirigida a destinatario determinado; d) emanada de un funcionario público en ejercicio de sus funciones, dentro de su esfera de competencia; e) generante de la obligación inmediata de cumplimiento por parte del destinatario”. En el caso bajo estudio, advierto que se hallan reunidos los extremos requeridos por la figura penal en reproche, esto es, la existencia de una orden emanada de un funcionario público, consistente en el pedido de identificación del oficial…- cuyo destinatario era el imputado…; la legitimidad de la orden, la cual se verifica en cuanto es propia del ejercicio de sus funciones, dentro de su esfera de competencia, y, finalmente, la desobediencia del mandato por parte de su destinatario, estando obligado legalmente a cumplirla. (DEL VOTO DE LA JUEZA CALITRI CON ADHESIÓN DEL JUEZ SCHIFFRIN). EXPTE. 6628 SALA 2 FD. N* CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES BOL 73 DE LA PLATA.OF. DE JURISPRUDENCIA PUBLICACIÓN EN SITIO WWW.PJN.GOV.AR
Tal como ocurre en el fallo citado, en el caso denunciado, se hallan reunidos los extremos requeridos por la figura penal en reproche, esto es, la existencia de una orden emanada de un funcionario público (medida cautelar notificada mediante oficio), consistente en el pedido de que no se diera tratamiento al expediente 017/17 hasta que existiera sentencia firme en el proceso judicial- cuyo destinatario es la Legislatura Provincial y por en sus miembros, los Diputados Provinciales; la legitimidad de la orden, la cual se verifica en cuanto es propia del ejercicio de las funciones, dentro de su esfera de competencia, de la Juez laboral y el hecho que aun se encuentra firme y vigente, y, finalmente, la desobediencia del mandato por parte de sus destinatarios, por haber dado tratamiento, al menos en forma parcial, al expediente 017/17, estando obligados legalmente a cumplirla.

IV. PRUEBA

A. DOCUMENTAL: 
Adjuntamos copia de la Resolución judicial que ordena a la Legislatura no dar tratamiento al expediente 017/17;
Copia Despacho Comisión I del expediente 017/17;

Publicaciones periodísticas sobre el tratamiento en general del expediente 017/17.

B. INFORMATIVA:

Esta parte no pudo conseguir, por no estar aun elaborado, el acta de la sesión legislativa del 14 de junio, pero ello debe ser requerido en esta instrucción a la Legislatura Provincial. Asimismo se requiera copia del acta de Comisión I del día 6 de Junio y copia certificada del Despacho de esa Comisión respecto del Expte. 017/17
También solicitamos se requiera al Juzgado Laboral 5 y al T.S.J. (atento que en este momento el expediente está radicado en el tribunal superior) la remisión del expediente “ASOCIACIÓN TRABAJADORES DEL ESTADO (A.T.E.) c/ SUBSECRETARIA DE TRABAJO DE LA PROVINCIA DEL NEUQUÉN s/ Medidas Cautelares” (Expte 509.711/17), a efectos vivendi o copia certificada del mismo.
IV. CONSTITUCIÓN COMO PARTE QUERELLANTE


Asimismo venimos por la presente a constituirnos como PARTE QUERELLANTE conforme lo establecido en el artículo 64 del C.P.P.

Artículo 64º Querellante en delitos de acción pública. La víctima por sí o por intermedio de su representante legal o mandatario podrá intervenir en el proceso como querellante particular en la forma prevista en este Código. La participación de la víctima como querellante no alterará las facultades concedidas por la ley al fiscal, ni lo eximirá de sus responsabilidades. Cuando el interesado no tenga legitimación, el fiscal rechazará la constitución de querellante. En tal caso, el peticionario podrá acudir, dentro del tercer día, ante el juez para que revise la decisión

A. REQUISITOS FORMALES DE LA PRESENTACIÓN

1°) Nombre, apellido, domicilios real y legal del querellante: 

ASOCIACIÓN TRABAJADORES DEL ESTADO (A.T.E.), con domicilio legal en Irigoyen 554 de Neuquén, representada en este acto por su representante legal, el Secretario General del Consejo Directivo Provincial, Sr. Carlos Enrique Quintriqueo, DNI 21.749.860. 
2°) Relación sucinta del hecho en que se funda: 

A los fines de extender esta presentación innecesariamente, nos remitimos al punto II. de este escrito, donde se relatan los hechos denunciados.
3°) Nombre, apellido y domicilio del o de los imputados, si lo supiere. 

Los posibles responsables del delito a investigar son los 21 Diputados Provinciales que dieron tratamiento al expediente 017/17, tanto en la reunión de Comisión I del día 6 de Junio (Gloria Beatriz Cifuentes, Pablo Fabián Bongiovani, Lucia Corel Menquinez, María Laura du Plessis, Sergio Adrian Gallia, Carlos Enrique Sánchez, Francisco José Rols y Alejandro Carlos Vidal), como en la Sesión Legislativa del día 14 de Junio (probablemente los antes citados y los Sres. Caparroz Maximiliano José, Domínguez Claudio, Koopmann Irizar Carlos, Lozano Encarnación, Monteiro Juan Francisco, Pilatti Mario Alberto, Quiroga María Ayelen, Rambeaud María Carolina, Sapag Alma Liliana, Sapag Luis Felipe, Soto Ramón Ángel, Smoljan Oscar Alfredo y Romero Gabriel Luis). Decimos probablemente pues aun  contamos con las actas de la sesión del día 14 y por ello no conocemos exactamente como voto cada diputado, aunque por las noticias y las declaraciones efectuadas por los distintos bloques, creemos prima facie que seria los mencionados diputados los que dieron tratamiento al expediente 017/17 pese a la orden judicial de no hacerlo, aunque los responsables efectivos quedaran dilucidados cuando se produzca la prueba ofrecida y solicitada.
4°) La petición de ser tenido por querellante y la firma.

Por lo expuesto peticionamos expresamente ser tenidos como parte querellante en la presente causa.

V. PETITORIO

1.  Se tenga por presentada denuncia penal, dándosele el trámite de estilo y práctica.

2. Se tenga por acompañada la prueba documental y ofrecida la Informativa y se provea la misma.
3. Se tenga a la A.T.E. como parte querellante en esta causa.






PROVEER DE CONFORMIDAD 






ES JUSTO

